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I. Los fines de la regulación: regulación económica y regulación social

Transcurridos más de diez años de la experiencia privatizadora argentina, la nula disposición de los distintos gobiernos para encarar una política regulatoria capaz de dotar al Estado de un eficaz rol de intervención en materia de cumplimiento de las obligaciones asumidas por los actuales prestadores de los servicios y de  protección de los derechos de los usuarios, reactualiza un conjunto de debates necesarios para revertir el proceso de reducción y debilitamiento de la esfera estatal.  

En principio, la brecha entre el “deber ser” de la regulación de los servicios públicos y el funcionamiento de la estructura regulatoria en Argentina no puede interpretarse solamente como resultado de déficits técnicos. Fundamentalmente, la ausencia de un esquema regulatorio sólido habla de la capacidad política de los nuevos operadores de los servicios, quienes han podido ampliar sus márgenes de acción a partir de estas transferencias. El desbalance de fuerzas entre estas fracciones de capital y el resto de la sociedad ha sido de tal magnitud que la regulación no logró instalarse como un tema de agenda pública o lo hizo de manera muy limitada y esporádica como respuesta a situaciones conflictivas.

Partiendo de tales consideraciones,  la línea central de orientación de nuestros estudios ha querido reflejar  que la política de regulación en Argentina sólo puede entenderse desde su carácter residual: En cierto modo, las pautas regulatorias fueron entendidas casi como aspectos formales que, de ningún manera, debían desalentar a los posibles inversores. Así, los mentores de la reformulación del sector público argentino plantearon insistentemente la necesidad de minimizar la intromisión del Estado, a los efectos de interferir lo menos posible en la lógica de acumulación indicada por el mercado. (Felder, López, Thwaites Rey, 1999) 
La superación de esta premisa conlleva como tarea la necesidad de definir una política general de regulación que trascienda el encorsetamiento derivado de la opción mercado-no mercado y, como tal, que adquiera sentido como regulación no sólo económica, sino también social. Pensar en estos términos implica, en primer lugar, fortalecer la obligación estatal de preservación del carácter público de los servicios esenciales, independientemente de las características de los mercados en los que operan. En este caso, la política regulatoria trasciende el mero objetivo de aportar los incentivos apropiados para garantizar el óptimo de eficiencia en el funcionamiento del mercado para contemplar específicamente el aspecto de la ciudadanía: el acceso a estos servicios básicos es un derecho ciudadano y, como tal, no sólo se trata de resguardar los intereses de los clientes o consumidores, sino también de integrar a los sectores socioeconómicos que estas categorías excluyen.

De esta forma es posible incorporar a la dimensión técnica, la dimensión política subyacente en la cuestión de la regulación: antes que en los medios, se trata de pensar  en los fines a los que el Estado Regulador deberá propender. Como plantea Muñoz (1996), el propósito central del Estado Regulador es la construcción de una nueva institucionalidad, por medio de la organización del “espacio público en el cual los agentes privados asumen responsabilidades”. Construir una nueva institucionalidad implica también, desde nuestra óptica, replantear las responsabilidades del Estado no sólo como garante de la transparencia de las decisiones privadas, sino también como soporte fundamental de la equidad social. En este sentido, la “razonabilidad” de las ganancias de los operadores privados, así como de los costos, precios, tarifas y planes de expansión de los servicios públicos depende, tanto de la imposición de reglas de juego claras, como de la voluntad política para articular una nueva coalición que incorpore a los usuarios entre los beneficiarios de la Reforma del Estado.

II. Los Entes reguladores: ¿quién defiende a los usuarios?

Desde su creación, algunos de los aspectos más cuestionados de estos organismos devienen de su conformación y modo de funcionamiento, fuertemente vinculados a los intereses y alianzas de los gobiernos de turno. Si bien fueron diseñados bajo la figura de entidades autárquicas, a los efectos de garantizar la autonomía respectiva, la injerencia del Poder Ejecutivo en el nombramiento de los cuerpos directivos y del Ministerio de Economía sobre los recursos presupuestarios, permiten hablar, más que de autonomía, de una independencia formal derivada de la mera descentralización autárquica.  

La contracara de los claros signos de captura política que explican estos fenómenos es la captura empresarial. El contacto frecuente entre entes y prestadores del servicio  y la mayor capacidad de presión de los grupos económicos -originada en la disponibilidad de recursos técnicos y de información- configuran una situación de sobre-representación de los intereses de los operadores privados en el proceso de regulación que se refuerza por la dependencia económica de estos organismos - financiados con recursos provenientes de las propias empresas reguladas
- y por la ausencia de participación institucionalizada de las asociaciones de usuarios en los entes reguladores, como contrapeso necesario para contrarrestar esta situación. Las disparidades se refuerzan por el hecho de que la información requerida para el control proviene fundamentalmente de las propias empresas que elaboran informes periódicos y los elevan a los entes,  profundizando así la clásica problemática de las “asimetrías de información” ampliamente tratadas por la literatura regulatoria.
En general, al evaluar la actuación de los entes reguladores se ha puesto mayor énfasis en apuntar los déficits de “competencias técnicas” como condicionantes para la efectiva implementación de sus potestades de contralor. En rigor, el origen del problema no radica en la falta de capacidad técnica sino en la de facultades políticamente conferidas para ejercer la función regulatoria. De hecho, a lo largo de su existencia, los entes reguladores han perdido gran parte de sus atribuciones en materia reglamentaria y de formulación de políticas y sólo han tenido una intervención “formal” en las renegociaciones contractuales, concentradas éstas en los ámbitos de las diferentes Secretarías. 

En otro plano, una primera aproximación permite valorar la magnitud de los recursos con que cuentan los entes reguladores, el grado de calificación de la planta de personal y sus niveles salariales. Más del 50% del personal de planta permanente de los entes es profesional y sus remuneraciones  pueden equipararse con la de los cuadros gerenciales del ámbito privado. Los presupuestos no son inferiores a los veinte millones de pesos, suma más que considerable en el marco de los recursos con que cuentan los organismos estatales para su gestión. En tal caso, cabría revertir la lógica de distribución de dichos recursos, que a todas luces, resulta inapropiada: A modo de ejemplo, resulta totalmente incogruente que, como en los casos de la CNC y el ETOSS, sus respectivos Directorios cuenten con similar cantidad de agentes que las Gerencias de Control.
 

III. Conclusiones y propuestas

La construcción de un esquema regulatorio sólido es el soporte básico para la rearticulación de un Estado con capacidad de imponer reglas de juego equitativas.  Pero el  mapa vigente en materia regulatoria hizo que el acento estuviera puesto en asegurar las ganancias de las empresas, tanto para atraer a los inversores mediante una política claramente pro-mercado, como para consolidar el papel del capital en la definición de los aspectos clave de la infraestructura social. Esto dió como resultado que el rol de los entes reguladores quedara muy acotado, ligado a mediar en la disputa básica entre el objetivo empresario de obtener ganancias y el interés de los usuarios de pagar menores tarifas por mejores prestaciones.

En primer lugar,  no será factible reconsiderar tal estado de situación sin la reformulación de los contratos de concesión y los marcos regulatorios actuales apuntado, entre otras cuestiones, y tomando como marco de referencia la inserción de políticas de regulación social, hacia los siguientes aspectos:

-La instrumentación y plena vigencia de una definición uniforme de servicio público que abarque al conjunto de las actividades transferidas al sector privado, más allá de las condiciones de mercado. Nos interesa destacar especialmente tres elementos que los juristas coinciden en asociar al compromiso estatal con la vigencia del servicio público: se trata de los principios de igualdad, continuidad y regularidad,  principios descartados o incorporados con graves inconsistencias en los marcos regulatorios actuales. Si el Estado se desentiende de la finalidad de “proveer y prever” las necesidades públicas, los servicios adquieren -como lo ha propuesto Mairal (1993)- el carácter de industrias reguladas. La diferencia no es sólo terminológica sino que afecta particularmente el compromiso del Estado respecto del acceso colectivo a las redes de servicios esenciales. En este sentido, la noción de industrias reguladas convalida la lógica mercantil que supone que los receptores son clientes o consumidores que ingresan al servicio en la medida en que puedan pagarlo y restringe las competencias del Estado al ejercicio del poder de policía.

-La incorporación de los derechos de los usuarios, reformulando la normativa que rige como “Reglamentos para el cliente” y que en algunos casos -como el de aguas- fueron elaborados por la propia empresa.  A tal efecto, resulta prioritario avanzar hacia la definición de un reglamento homogéneo, que si bien discrimine las exigencias de calidad específicas de cada servicio y sus particularidades tarifarias,  homologue los derechos de los usuarios y los deberes de las prestadores en materia de tarifa social, prohibición de corte del servicio, resarcimientos por fallas a los usuarios, derecho a la información, tratamiento de deudas, plazos y modalidades de resolución de reclamos,  así como en materia de regímenes de sanciones a las prestadoras. El carácter de la información provista a la ciudadanía también debiera ser objeto de regulación, atento a la nula 

disposición empresaria a dar a conocer de manera transparente, constante e inteligilible datos tales como las estructuras de costos, los niveles de calidad pactados, las normas de seguridad, los compromisos de inversión, etc,  sin descartar el  propio déficit informativo vinculado a la gestión de los entes.  

Por su parte, el cambio en las agencias de regulación y, aludiendo a los problemas de captura antes enunciados, no debiera desatender:

- La instauración de nuevos criterios de selección de las autoridades en base a concursos públicos y abiertos. Tampoco debe descartarse la restitución de la cláusula normativa  que impedía a los reguladores  trabajar durante un determinado lapso en la industria regulada. A su vez, la conformación de los cuerpos directivos deberá respetar el equilibro entre jurisdicciones ( nación- provincias- municipio-), antes que la lógica actual del reparto de este espacio entre fuerzas políticas. Al mismo tiempo, es absolutamente necesario reducir la cantidad de miembros de los Directorios, para trasladar las erogaciones presupuestarias que insumen hacia programas de control y fiscalización de los servicios. 

-La revisión de las fuentes de financiamiento: Si por razones presupuestarias, es necesario seguir dependiendo del regulado,  resolver el dilema  de la captura  proponiendo, como plantea Gerchunoff, un esquema de financiamiento en el que parte de los ingresos del organismo resulten del cumplimiento de los planes de expansión o de las metas de calidad explicitadas en los pliegos y  donde la parte fija esté desvinculada de los resultados financieros del operador del servicio. 

-La redefinición de las facultades de regulación y control, a efectos de dotar de poder “real” a estos organismos, con capacidad para diseñar e implementar las políticas sectoriales. El ejercicio de estas facultades, sumado a las de fiscalización y el control, requiere – como en el caso de la ciudadanía- de la calidad de la información que la empresa está obligada a proporcionar y de los mecanismos sistematizados que permitan una recopilación completa y veraz de los datos, asi como de instancias de descentralización funcional que inmediaticen la actividad regulatoria, aproximando los entes a los usuarios.

-Para evitar una exclusiva injerencia del Ejecutivo,  debiera pensarse en un control ex -ante de la Auditoría General de la Nación, como órgano del Legislativo, o reformular las atribuciones de la Comisión Bicameral de Seguimiento de las Privatizaciones. En otro orden, y como paso previo a la vía judicial, las decisiones regulatorias debieran ser recurribles ante el Defensor del Pueblo de la Nación, como es el caso de Gran Bretaña,  dando así cabida a otra instancia extra-poder. Pero en todos los casos conviene tomar en cuenta, como sostiene Spiller (1997), que el diseño de las agencias reguladoras debe ser compatible con la estructura institucional del gobierno y con las tradiciones legales y administrativas del país de que se trate.

-La reglamentación del derecho constitucional de participación de las asociaciones de usuarios y consumidores en los organismos de control (art.42). Dicha cuestión generó una amplia polémica en torno al carácter y/o modalidad de esta participación. Los distintos proyectos de ley distinguen la posibilidad de participación  en los Directorios de los entes, o bien a partir de “comisiones asesoras”, como se ha procurado en el ETOSS. Sin embargo, el problema es más complejo, y debiera encaminarse hacia la búsqueda de modalidades no sólo consultivas sino también resolutivas. Mecanismos tales como las Audiencias Públicas, o la propia figura del “Defensor del Usuario” que – en la mayoría de los entes es un funcionario elegido por el Directorio- conforman instancias poco efectivas a la hora de representar los intereses de los usuarios. Como punto de partida, no es posible soslayar dos de los “núcleos críticos” de todo proceso participativo: la forma viable de institucionalización para que la posición de los usuarios tenga injerencia efectiva en la toma de decisiones de política (por ejemplo, sobre la trayectoria futura del servicio, lo que incluye sus costos, cantidades, calidades y desarrollo tecnológico)  y el grado “genuino” de representatividad de las entidades y/o asociaciones que canalizan sus demandas.  
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�Los recursos para el financiamiento de los entes provienen de tasas que pagan las empresas reguladas o se fijan directamente como un porcentaje de la facturación de los usuarios. Así, cualquier medida regulatoria que limitara los ingresos de las empresas recortaría automáticamente el presupuesto del propio ente.


� Según datos del año 1999, la cantidad de agentes en planta permanente que reviste en el Directorio de la CNC es de 77, en tanto que la Gerencia de Control cuenta con 75. En el caso del ETOSS, la Unidad Directorio cuenta con un total de 30 agentes,  mientras que-por ejemplo-  la Gerencia de Calidad incluye sólo 18.








